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PRESIDE: Señora Representante Margarita Percovich. 


MIEMBROS: Señores Representantes Jorge Barrera, Gustavo Borsari Brenna, Daniel Díaz Maynard, 
Felipe Michelini, Diana Saravia Olmos y Jorge Zás Fernández. 


CONCURRE: Señor Representante Gustavo Osta. 


INVITADOS: Señores doctor Fernando Pérez Tabó, Presidente de la Comisión Directiva de la Unidad 
Reguladora de Servicios de Comunicaciones (URSEC), doctor Juan José Camelo y 
economista Mario Bergara, Directores. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).- La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración da la bienvenida a los doctores Fernando Pérez Tabó y Juan José Camelo, y al 
economista Mario Bergara. 


Como los invitados sabrán, esta Comisión tiene a consideración un proyecto presentado por el Partido 
Nacional para la distribución de la correspondencia de los organismos de los artículos 220 y 221 de la 
Constitución de la República. Estamos intentando hacer un estudio en profundidad a fin de entender la 
distribución de la correspondencia, la distribución de tipo comercial. 


Ha concurrido el Correo para dar su visión al respecto y nos ha entregado bastante información con relación a 
su funcionamiento. También ha estado presente el Directorio de la UTE, planteando sus preocupaciones con 
relación a sus responsabilidades en lo que refiere al ciclo comercial de la empresa y a las repercusiones que 
tendría que esa función se le sustrajera. 


Nosotros hemos proporcionado a los invitados dicha información, y como la distribución postal es una 
función que está dentro de la regulación de la URSEC, quisiéramos saber qué posibilidades hay de trasladar 
algún porcentaje de correspondencia al Correo para disminuir los vacíos económicos que hoy tiene debido a 
la diminución de la correspondencia entre los ciudadanos a raíz de los progresos técnicos, dado que se trata 


de un organismo que debe seguir subsistiendo. Además, sabemos que ustedes están estudiando un marco para 
la distribución postal. 


SEÑOR PÉREZ TABÓ.- En primer lugar, agradecemos la invitación de la Comisión. 


Como bien se dice, dentro de las responsabilidades de la Unidad Reguladora está todo aquello relativo a la 
actividad postal. Es cierto también que de acuerdo con lo que ha sido una directiva del Poder Ejecutivo, 
nosotros estamos enmarcados en un trabajo con el Banco Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo 
para la formulación de una ley postal en toda su extensión, en decir, en lo que tiene que ver con el 
otorgamiento de permisos, con el nivel de calidad que deben tener los servicios postales y, de alguna manera, 
también -aunque no hace exactamente al tema, pero sí está vinculado a la financiación- con el servicio 
universal. 


En ese sentido, en lo que tiene que ver con las habilidades del Correo Nacional para hacerse cargo de lo que 
aquí está planteado, de este tipo de envíos, diría -en todo caso, luego los Directores harán algún comentario al 
respecto- que no tenemos elementos de juicio que nos permitan inferir la imposibilidad de la Administración 
Nacional de Correos para hacerse cargo de este tipo de servicios. El porqué de esta afirmación, como ustedes 
comprenderán, siguiendo la máxima inglesa "no news, good news" tanto en materia postal y de 
telecomunicaciones como en todos aquellos servicios que están dentro de nuestra competencia, reside en que 
estamos a los planteos, quejas o reclamos que efectúan los usuarios del servicio. 


Si no recuerdo mal, creo que me sobrarían los dedos de una mano para contar los planteos que se han hecho 
en los últimos dos años, desde la creación de la Unidad Reguladora, en cuanto a insuficiencias, carencias o 
problemas vinculados con el Correo. 


En lo que tiene que ver con el proyecto de ley en sí, desde el punto de vista estrictamente regulatorio, no hay 
ninguna imposibilidad para que el contenido del proyecto se materialice en una ley y también es honesto 
decir que tampoco hay ninguna imposibilidad para que una norma de estas características no sea consagrada 
en este ámbito. No están planteados aspectos regulatorios; simplemente lo que aquí se plantea es una visión 
sobre la inconveniencia de lo que puede llegar a ser el hecho de visualizar la existencia de más de una 
empresa pública abocada aun parcialmente a la actividad postal. En eso podríamos tener alguna opinión 
como ciudadano, pero desde el punto de vista estrictamente regulatorio, en lo que hace a nuestra función 
como tal, es un tema de política que no afecta cuestiones regulatorias. 


SEÑOR BERGARA.- Complementando lo que decía el doctor Pérez Tabó y en base a la consulta 
efectuada por la Presidenta, quiero decir que efectivamente estamos trabajando en la conformación de 
un nuevo marco legal y reglamentario del sector postal que incluye las características o los 
requerimientos para otorgar permisos en un mercado que desde el punto de vista jurídico es 
básicamente abierto, sin barreras esenciales a la entrada de nuevos operadores. Además, por razones 
de política previa y por razones históricas, no existen franjas o reservas de mercado. 


A su vez, tal como decía el doctor Pérez Tabó, nos estamos concentrando en las formas de financiamiento del 
servicio universal postal. Hoy por hoy, es el Correo oficial, en la medida en que tiene desplegada una red a 
nivel de todo el país, incluyendo las localidades y pueblos pequeños en el interior, quien se encarga de 
repartir la correspondencia, al mismo costo en todo el país. Eso genera un costo y, hasta el momento, no hay 
un mecanismo de financiamiento que se involucre, más allá del subsidio público, es decir, hoy por hoy el 
servicio universal postal se está financiando con fondos públicos y, por lo tanto, con impuestos. Es una forma 
de financiamiento. En general, hay mecanismos a nivel internacional que involucran la participación del 
sector privado, en particular de los operadores postales, y en el proyecto de ley estamos tratando de encontrar 
una forma de incluir la operativa postal en general, es decir, de todos los operadores, en el financiamiento del 
servicio postal universal en Uruguay. 


También es justo decir que no todo el subsidio que recibe el Correo responde exclusivamente a razones de 
servicio universal. El tema del servicio universal solo justifica una parte de las pérdidas que tiene el Correo 
anualmente. Estos son los elementos principales sobre los cuales gira la conformación del nuevo marco legal 
que está en proceso, analizándose. Por lo tanto, es una forma de decir que en el marco legal en el que estamos 


trabajando, no teníamos previsto incorporar elementos de reservas de mercado, de franjas de mercado, o de 
prohibición de autodistribución tanto de parte de empresas privadas como de empresas públicas. 


Eso es para que tengan idea de las líneas en las que estamos trabajando en el marco legal. Por lo tanto, en este 
cuerpo legislativo está la opción de incorporar o no esta línea de política que, en general, a nivel público se 
ha manejado básicamente por razones de eficiencia del Estado, porque parece razonable que el Estado no 
tenga cuatro o cinco correos paralelos y no por razones regulatorias. En general, creemos que no está 
planteado que haya razones regulatorias por las cuales las empresas públicas no puedan distribuir sus propias 
facturas, sino eventualmente razones de eficiencia, en la medida en que en el sector postal las economías de 
escala son claves. Reitero que las razones serían de eficiencia global del Estado y no regulatorias. 


SEÑOR CAMELO.- Complementando lo que han dicho mis compañeros de dirección, debo señalar 
que entiendo que acá hay dos aspectos. Uno es que desde el punto de vista regulatorio el servicio 
universal está siendo objeto de estudio en el proyecto que se está elaborando, y el otro aspecto es el que 
surge de la lectura del proyecto de ley, que es un tema por supuesto de políticas en el sentido de si es 
conveniente que toda la actividad postal del Estado la realice el organismo creado especificamente para 
la actividad postal o si es razonable que varias empresas estatales realicen actividad postal. 


Naturalmente, este es un aspecto ajeno al aspecto regulatorio. Simplemente, como ciudadano, me parece que 
pagar doblemente la actividad postal no es muy bueno de aceptar. Por un lado sabemos que al Correo se le 
pasa un subsidio porque tiene funcionarios, tal vez en exceso, para la actividad que está desarrollando y en 
consecuencia están un poco ociosos. Por otro lado, la ciudadanía está pagando los precios que significan que 
cada una de las empresas estatales realicen actividad postal. 


Insisto: ese es un tema que comento como ciudadano y no como regulador, y lo hago porque aparentemente 
este proyecto de ley apunta a ese tema. 


Sí quiero aportar un elemento que considero de importancia y es que raramente los que están en la 
competencia acepten que a un organismo se le dé una zona de exclusividad. 


Yo tengo acá un artículo que salió en "El Observador" el día 7 de julio, que dice: "La Cámara de Empresas 
Distribuidoras de Correspondencia y Afines (Cedca) considera que la Administración Nacional de Correos 
(ANC) debería distribuir las facturas de OSE, UTE, ANTEL y BPS. El presidente de la gremial, Ronald 
Ware, aseveró que 'cualquier situación que haga que El Correo no reciba subsidios del Estado es válida".- 
Ware, gerente general de Tiempost, sostuvo que Cedca 'siempre bregó por un achicamiento del Estado y una 
baja del gasto público", por lo que 'pasar de cuatro estructuras de distribución a un correo eficiente parece una 
buena solución'. Agregó que el mercado postal se vería beneficiado, ya que el flujo de piezas enviadas se 
duplicaría.- Si bien aclaró que los privados no esperan distribuir facturas de los entes 'ni a corto ni a mediano 
plazo', reconoció que 'quizás El Correo no dé abasto, y decida tomar solo un segmento del mercado, dejando 
que alguna parte de la distribución sea manejada por un operador privado'.- Consultado sobre la posibilidad 
de que la distribución de facturas por parte de El Correo sea establecida por ley, Ware dijo que 'lo mejor es 


m 


que se regule lo menos posible"". 


Reitero que he traído esto no como regulador sino como aporte para que se conozca cuál es la opinión de 
privados que están en el mercado de competencia de la actividad postal. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En la Comisión estamos considerando la propuesta de un porcentaje 
progresivo de traslado de la franja de correspondencia. En el proyecto que habíamos considerado se 
establece como tribunal de alzada a la URSEC con relación al costo de los servicios y en caso de que 
existieran diferencias. Para nosotros es importante saber cuál es su opinión con relación a esa función 
que le atribuiría este proyecto. 


SEÑOR PÉREZ TABÓ.- Entiendo que la señora Presidenta está hablando de un proyecto diferente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Sí; creo que se les alcanzó. 


SEÑOR PÉREZ TABÓ.- En lo que respecta a la eventual competencia como tribunal de alzada de la 
URSEC, entendemos que es el ámbito natural en el cual deberían ventilarse las eventuales diferencias, 
no solo en lo que tiene que ver con el costo sino con el servicio en el sentido integral, es decir, de calidad 
del servicio, todo lo que hace a la relación cliente-proveedor, etcétera. En ese sentido, confirmamos que 
desde nuestro punto de vista la intención del proyecto es la correcta. 


SEÑOR MICHELINI.- Agradezco la presencia del Presidente y de los Directores de la URSEC. 


He llegado a la conclusión de que hay tres argumentos por los que la UTE se opone a este proyecto. Me 
refiero a la UTE porque creo que es el organismo que ha estado más activo en tratar de mantener esa 
capacidad de distribución de sus facturas. No soy experto en estos temas, pero me parece que ha sido el más 
activo en decir que es quien lo está haciendo, que lo está haciendo bien y que no la obliguen a dársela al 
Correo. 


El primer argumento es que se impone a la empresa pública una carga que el resto de la competencia en el 
mercado energético no tiene. El segundo argumento es que UTE no podría pagar más de lo que dice que ya 
paga sobre distribución porque la URSEA lo observaría. El tercero es que el corazón del negocio comercial 
de UTE está en la distribución de las facturas, porque si la factura no llega en tiempo y forma -por lo que 
entendí-, no pueden cobrar y en ese caso tienen costos financieros adicionales, etcétera. 


Me gustaría escuchar un comentario sobre estos tres argumentos desarrollados por el Ente energético. 
SEÑOR PÉREZ TABÓ.- Simplemente voy a hacer un comentario. 


En lo que tiene que ver con el primer argumento de que se le impondría una carga que los demás no tienen, 
debemos aclarar lo siguiente. Dijimos que desde nuestro punto de vista, este proyecto no afecta cuestiones 
regulatorias. Eso también quiere decir que tenemos una postura favorable, de tolerancia o de aceptación de la 
autodistribución. Entendemos que las empresas públicas y privadas o cualquier entidad organizada tienen 
derecho a autodistribuir sus envíos. Esa es una cuestión de filosofía. 


Este argumento relativo a la carga que eso podría significar, apunta a esto que acabo de decir. Debo suponer 
que UTE está diciendo es por qué a ella le dicen que lo tiene que repartir un tercero, cuando hay otras 
empresas energéticas que quizás autodistribuyan sus propias facturas. Si eso es así -puede ser que lo sea-, 
siempre hay un costo, cualquiera sea la persona que lo haga: la propia empresa o una tercera. 


Esto me lleva al segundo argumento. Desconozco cuál es la estructura de costos de UTE y también cuál es la 
relación que la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua le permite trasladar a la tarifa por 
concepto de distribución. No puedo hacer ningún comentario; el único que podría hacer es que esa 
afirmación parte del supuesto de que va a ser más caro repartir por El Correo que por lo que hoy le cuesta a 
UTE. No tengo elementos para ratificar o no esa afirmación, porque no conozco el costo de UTE. 


El tercer argumento es verdad. Coincido con UTE en cuanto a que el reparto de las facturas es un elemento 
esencial en la vida de la empresa, porque si la gente no recibe las facturas, no paga. Creo que ese argumento 
es válido, pero también ese argumento lo que está diciendo es: "Lo que nosotros hoy hacemos bien, quizás no 
se haga tan bien si es hecho por personas ajenas al organismo". Esa es una valoración que, por lo menos de 
mi parte, no merece ningún comentario; es simplemente una valoración. 


SEÑOR BERGARA.- Quizás valga la pena distinguir los dos proyectos de ley que se nos alcanzaron 
para analizar y comentar, a la luz de las tres preguntas del señor Diputado Michelini. 


El primer proyecto de ley consiste, esencialmente, en prohibir la autodistribución por parte de las empresas 
públicas. No interpretamos que del primer proyecto de ley se desprenda, necesariamente, que la distribución 
de facturas de empresas públicas vaya a la Administración Nacional de Correos. 


En ese sentido, es verdad que se prohibe la autodistribución, pero UTE no tiene una carga "diferente" -entre 
comillas- que sus potenciales competidores en el mercado eléctrico porque puede recurrir a cualquier 
operador postal, público o privado. Por lo tanto, en el marco del primer proyecto no se le estaría imponiendo 


a UTE que opere con un operador específico, sino que puede abrirse a cualquiera de los operadores del 
mercado, al igual que las empresas privadas, mixtas, o de la naturaleza que sean, que compitan con UTE en 
el sector energético. 


Con respecto a la magnitud que la URSEA permite transferir o trasmitir en los valores agregados de 
distribución y transmisión vinculados con la distribución de facturas, estoy seguro de que -digo esto sin 
ningún ánimo de entrometerme en las competencias de la URSEA, que me merece el mayor de los respetos 
institucionales y, a su vez, profesionales- en la medida en que el costo de la distribución de facturas emerja de 
procedimientos que reflejen precios de mercado en el mercado postal uruguayo, no habría razones para que 
ese precio de mercado no se incorpore a los valores de distribución. Ese es un tema que, en una lógica de 
definir valor agregado de distribución y transmisión del sector eléctrico -en la medida en que acá tenemos 
procedimientos que aseguran que estamos en el marco de precios de mercado de distribución de facturas-, 
probablemente sea fácilmente subsanable por parte de la URSEA. 


Con respecto al tercer punto -siempre en el marco del primer proyecto que dice esencialmente: "No 
permitamos que las empresas públicas distribuyan sus propias facturas" y nada más-, es claro que la 
distribución de facturas es clave para todo el proceso comercial de las empresas públicas y será cuestión de 
que las empresas generen buenos contratos con el operador que elijan, garantizándoles la entrega en tiempo y 
forma de la factura. Si hay operadores que incumplen y demás, habrá elementos en la contratación que 
impliquen responsabilidades de las partes y, por lo tanto, que garanticen una operativa razonable para la 
empresa pública. 


Estas son las respuestas a las tres preguntas que formuló el señor Diputado Michelini, en el marco del primer 
proyecto, que establece que de entre los Entes públicos, solo El Correo puede distribuir las facturas, lo cual 
no quiere decir que necesariamente sea la Administración Nacional de Correos la que lo haga. 


En cuanto al segundo proyecto que se está analizando, se genera una franja monopólica a favor de la 
Administración Nacional de Correos con respecto a la distribución de facturas. No solo se prevé que las 
empresas públicas no van a distribuir sus propias facturas, sino que además se establece que el único que las 
puede distribuir es la Administración Nacional de Correos. 


En este marco, vamos a contestar las tres preguntas del señor Diputado Michelini. 


La primera tiene que ver con el hecho de si se le asigna una carga adicional. Interpreto que UTE o cualquiera 
de las empresas puede decir que la obligan a hacer esto a través de El Correo y que de repente podría hacerlo 
más barato a través de algún otro operador. En el marco del proyecto se prevé, obviamente, que haya una 
negociación, un acuerdo, con relación a las condiciones de precio y calidad. 


Cuando hablamos de calidad, también estamos respondiendo de la misma manera a la tercera pregunta del 
señor Diputado Michelini sobre si las facturas van a llegar en tiempo y forma. Obviamente, habrá una 
contratación entre las empresas públicas y El Correo; solo que uno tiene la idea de que si lo que generamos es 
un monopolio en este terreno y con esa reserva de mercado, el poder de negociación de las partes quedaría 
desbalanceado en la medida en que El Correo, al ser el único que puede distribuir esas facturas, estaría en 
mejores condiciones de negociación que cualquiera de las empresas públicas para determinar precio y 
calidad. 


Cuando hay conflictos está planteado que se recurra a la URSEC, Unidad que no tiene definido qué criterios 
debería adoptar, por ejemplo, en la definición del precio: si se traslada el costo de la actividad postal de El 
Correo o si se considera un precio de referencia de mercado para que El Correo cobre a las empresas 
públicas. Estoy manejando criterios diferentes que guiarían, eventualmente, la acción de la URSEC. Esto es 
algo que, en principio, no está definido. Creo que el hecho de incorporar a la URSEC como Tribunal de 
alzada, tiene como intención dar garantías a las empresas públicas de que El Correo no va a fijar condiciones 
de precio y calidad abusivas. En todo caso, habría que definir cuáles son los criterios con que la URSEC 
debería definir estos temas. 


Con relación a la consulta de la señora Presidenta de la Comisión, debo decir que la URSEC no tendría 
inconveniente -si resulta ser el ámbito natural- en dirimir conflictos vinculados con precio y calidad en las 
áreas que esta Unidad regula. Esta misma modalidad ya existe en el área de las telecomunicaciones con 
relación a la interconexión telefónica, por ejemplo. 


Otra alternativa sería que la amenaza para El Correo no sea la intervención de la URSEC, sino el hecho de 
que la exclusividad que se plantea en la reserva se pierda. Es decir, si hay ciertas condiciones de precio y 
calidad que no se respetan por parte de la Administración Nacional de Correos, podrá existir la posibilidad 
por parte de las empresas públicas de recurrir a operadores alternativos para desarrollar la actividad. 


Esta es una versión híbrida de los dos proyectos, que se ha manejado públicamente por parte de los ex 
Directores de la Administración Nacional de Correos y creo que también es una opción que puede ser 
valorada. No es como el primer proyecto que dice: "Saquemos la autodistribución de las empresas públicas, 
pero que opere cualquiera", ni es como el segundo proyecto que dice: "Saquemos la autodistribución de las 
empresas públicas y que opere solo El Correo". Este es un híbrido que dice: "En principio, se lo damos a El 
Correo, pero con una válvula de escape o con una competencia potencial" -diríamos así, en términos más 
técnicos- "con la amenaza de que si El Correo no cumple ciertas condiciones de precio y calidad pueda 
perder esa exclusividad". 


Las consideraciones con respecto a la transferencia que la URSEA puede permitir a UTE, por ejemplo, son 
las mismas que en el primer proyecto. Es decir, si de acá emergen precios razonables que reflejen 
condiciones de mercado, estoy seguro de que la URSEA va a tomar eso en consideración y seguramente ese 
tema se resuelva. 


SEÑOR OSTA.- Hoy nos encontramos de este lado de la mesa, luego de años de trabajo en que la 
URSEC fue reguladora de nuestra actividad. 


Quisiera hacer una pregunta para que quede constancia en la versión taquigráfica. ¿La distribución de 
facturas es actividad postal? 


SEÑOR PÉREZ TABÓ.- Sí. En ese sentido, hubo una intervención de la Unidad Reguladora como 
consecuencia de un convenio que había firmado UTE con la Intendencia Municipal de Canelones por 
el cual UTE distribuía las facturas -si no recuerdo mal- de la Contribución Inmobiliaria. Frente a una 
denuncia de la Administración Nacional de Correos, la Unidad Reguladora entendió, y así lo resolvió, 
que esa distribución era actividad postal y, por ende, en función del principio de especialidad, UTE no 
estaba habilitada para realizar actividad postal por cuenta de terceros. Así fue resuelto, comunicado a 
las partes y se actuó en consecuencia. 


SEÑOR OSTA.- Ahora existe un tercer proyecto sobre el cual quiero hacer algunas precisiones para 
pulirlo definitivamente, aprovechando que nuestros invitados están aquí, que van un poco en la línea 
de lo que recién manifestó el economista Bergara. 


Este proyecto resume lo que fue un acuerdo que se alcanzó en el año 2002 a nivel de los distintos integrantes 
del Directorio de El Correo que representaban al Partido Nacional, a la Lista 15, al Foro Batllista y al 
sindicato postal. Se articuló un proyecto de decreto que finalmente no se emitió, en el que la solución que se 
preveía para este caso era no generar una franja monopólica total, sino dar la exclusividad a El Correo, pero 
con la chance de que UTE, ANTEL, OSE o el Banco de Seguros del Estado, ante cualquier ineficiencia o 
incumplimiento, pudiera notificar a la URSEC y a través de ella -reitero: teniendo en cuenta algún tipo de 
incumplimiento en cuanto a la calidad o la seguridad en la distribución- perder la exclusividad. 


Ese es el espíritu y los antecedentes que tienen este proyecto que presentamos en el día de hoy, para tratar de 
buscar una conciliación con la legitimidad de tener el apoyo de las diferentes partes que involucraron a la 
discusión en aquel momento: Poder Ejecutivo, sindicato y Directorio de El Correo. 


En cuanto al tema de los costos a que hacía referencia el economista Bergara, debo decir que el proyecto 
original de decreto preveía los costos totales. O sea que el precio definitivo por el cual El Correo adquiría la 
distribución eran los costos totales actuales que tienen las empresas, obviamente auditadas por la URSEC. Es 
muy positivo que el regulador haya dejado en claro en la Comisión que está en condiciones de poder llegar, 
en último caso como alzada si no hubiera acuerdo, a un análisis definitivo en este sentido. 


Con relación a algunas objeciones que se han hecho, que he leído en versiones taquigráficas y que el señor 
Diputado Michelini nos recordaba, debo decir que la distribución de la correspondencia es importante para el 


ciclo comercial de cualquier empresa, privada o pública, que factura. Cualquier empresa que para recaudar 
necesite distribuir sus facturas -por ejemplo, cualquier mutualista o cualquier banco que tenga estados de 
cuenta- lo hace y no por ello todas tienen un sistema de autodistribución. En general, existieron en un 
momento hasta que el mercado postal creció, mejoró su calidad y ofreció mejores servicios. Todo eso pasó al 
mercado postal y hoy es ofrecido al mercado, ejecutado tanto por El Correo como por diferentes empresas. 
Ese argumento es válido para todos. 


En cuanto a la URSEA, creo que se aludió a los costos admitidos. Puede ser otra variable. No sé si le saldrá 
más caro que la solución que planteamos nosotros, que son los costos totales actuales. También puede ser una 
solución, pero que la URSEA diga cuáles son los costos admitidos que tiene para esta parte de la gestión. La 
primera precisión que planteó el señor Diputado Michelini fue contestada. 


SEÑOR MICHELINI.- No la planteé; la trasladé. 
SEÑOR OSTA.- Por supuesto. 


Creo que las preguntas acerca de los tres elementos -calidad, precio y seguridad- han quedado han quedado 
totalmente contestadas. La calidad y la seguridad las puede controlar perfectamente el regulador y el precio 
también, definiendo un mecanismo transparente. Todos estos elementos ayudan, de alguna manera, a calificar 
la situación y a dar luz sobre cuál es, en definitiva, el mejor camino para lograr economías importantes a 
nivel de lo que significa la racionalización de los sistemas de distribución del Estado que hoy están 
organizados en redes paralelas y que no ayudan desde el punto de vista económico. Además, su objetivo no 
es solamente ayudar a El Correo para que dé cobertura a una diferencia económica, sino que es mucho más 
profundo: regular -no quisiera utilizar esta palabra que de repente tiene otra connotación técnica más 
profunda-, más bien legislar, sobre un aspecto que no hace solo a la vida de El Correo, sino a la de todo el 
mercado postal. De alguna manera, como consecuencia de eso también potencia a El Correo y le da 
herramientas para seguir desarrollándose no solo como empresa en los negocios, sino también, a su vez, 
conservando fuentes de trabajo, ya que tienen mano de obra que tendría más horas para trabajar, pero que 
ahora no lo hace porque no tiene más trabajo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera hacer una pregunta que no tiene que ver específicamente con el 
tema que estamos tratando, pero sí con el tema de la distribución postal y de la Administración 
Nacional de Correos, que en lo personal no me queda claro. Me refiero al control de legalidad de las 
actuaciones en el interior de El Correo. No me queda claro el control que el Parlamento tiene que 
ejercer sobre las funciones y el funcionamiento de El Correo, sobre la toma de decisiones, etcétera. La 
URSEC tiene que ver con el control y la regulación de tipo administrativo, con los costos, etcétera. 
¿Sigue estando en el Ministerio de Educación y Cultura? 


SEÑOR PÉREZ TABÓ.- No sé si entendí bien. En grandes líneas lo que hacía el Correo era distribuir 
correspondencia, o sea, procesarla y distribuirla y, a su vez, regulaba el funcionamiento de su propia 
empresa y de todas aquellas empresas privadas que actúan en el mercado postal. Esa competencia se 
trasladó a la URSEC; nunca la tuvo el Ministerio de Educación y Cultura, sino que era una 
competencia propia del Correo, sujeto al Ministerio de Educación y Cultura en función de su condición 
de servicio centralizado. Esa función es la que ejerce la URSEC. Nosotros lo que hacemos es otorgar 
licencias para la prestación de servicios postales. O sea, los correos privados -hablando más 
coloquialmente- cuando quieren comenzar su actividad van a la URSEC, cumplen con una serie de 
requisitos y se les otorga el permiso para que ejerzan la actividad postal. El cumplimiento de la 
actividad se controla dentro de cánones de calidad razonables. Esa es la función específica de la 
URSEC. 


En lo que tiene que ver con precios, hoy no hay ninguna actividad del organismo vinculada al mercado postal 
porque no hay ningún precio regulado en el mercado postal, como sí lo hay en telecomunicaciones. 
Actualmente todos los precios del mercado postal están sujetos a las leyes del mercado. Seguramente, si el 
día de mañana alguna de estas leyes es sancionada con algún tipo de referencia con respecto a cuál es el costo 
que A le puede cobrar a B, o si hay discrepancia, es adecuado que en ese caso -como sucede en 
telecomunicaciones- sea la URSEC la que actúe y defina en consecuencia. 


SEÑOR BERGARA.- Creo que la pregunta de la Diputada apuntaba a qué pasa adentro de la 
empresa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Exactamente. 


SEÑOR BERGARA.- Nosotros, como reguladores, enfrentamos a las empresas como una Unidad. Es 
decir, así como a nosotros no "nos interesa" -entre comillas- cómo se procesan las decisiones internas 
en esa empresa, sino que evaluamos la acción comercial desde una perspectiva regulatoria, evaluando 
sobre esa base. En el caso de telecomunicaciones -para tener una analogía- a nosotros no "nos 
interesa" -reitero, entre comillas- cómo se toman, por ejemplo, las decisiones dentro de ANTEL, sino 
que nos importa saber cuáles son sus decisiones para evaluarlas desde una perspectiva regulatoria. 


Es decir, son otros los mecanismos de control -creo que el Tribunal de lo Contencioso; no soy experto en ese 
terreno- sobre los elementos de gestión y de procedimiento dentro de las empresas públicas y no involucran a 
la URSEC en ese sentido. La URSEC evalúa la empresa pública en función de sus decisiones y su acción 
específica, sin entrar en el proceso interno de proceso de decisiones, de contrataciones, de control interno. Si 
hay irregularidades de alguna naturaleza en el procesamiento interno de las decisiones de la empresa, habrá 
mecanismos internos en la empresa, en el Ministerio de referencia cuando corresponda, del propio 
Parlamento, o de la Justicia -ya sea el Poder Judicial, o la Justicia administrativa-, pero desde la perspectiva 
del regulador lo único que nos interesa es conocer la decisión final de la empresa y cómo actúa, no el proceso 
previo. 


SEÑOR PÉREZ TABÓ.- Desde nuestro punto de vista, nosotros analizamos el Correo y a todas las 
empresas que funcionan en nuestro ámbito de competencia, postal o de telecomunicaciones, en lo que 
tiene que ver con la prestación de servicios, en lo que tiene que ver con la relación con sus 
competidores, para evitar la existencia de prácticas anti-competitivas, para evitar la discriminación en 
la competencia, pero no es nuestra responsabilidad controlar lo que vendría a ser la gestión del 
Directorio del Correo o de ANTEL, que son las dos empresas públicas cuya actividad está dentro de 
nuestro ámbito de competencias. 


SEÑOR CAMELO.- En síntesis, antes el Correo era operador y regulador; a partir de la creación de la 
URSEC el Correo pasó a ser un operador más y la URSEC asumió la función de regulación. 


En cuanto al contralor interno de la actuación del Directorio del Correo -que se expresa a través de las actas-, 
el contralor lo ejerce el Poder Ejecutivo al que, obligatoriamente, debe enviarle todas las actas de las 
reuniones del Directorio. Así que eso está claramente delimitado. Es el Poder Ejecutivo el que ejerce ese 
contralor; lo nuestro es regulación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se va a realizar ninguna otra pregunta, agradecemos muchísimo su 
presencia y la contestación a todas nuestras dudas sobre esta temática. Nos mantendremos en contacto. 


(Se retiran de Sala los representantes de la URSEC) 


SEÑOR OSTA.- Voy a dejar material -quisiera que se incorpore a la versión taquigráfica- sobre una 
consulta que hicimos en su momento a la Unión Postal de América España y Portugal acerca de 
quienes distribuyen en el mundo este tipo de correspondencia, que son facturas de los servicios 
públicos. Con claridad, la UPAE, que es un organismo internacional especializado en el tema correos, 
deja en claro que esa actividad corresponde a los operadores públicos. Esto viene a cuenta de que -por 
lo que he visto en las versiones taquigráficas- la información que se vertió por parte de la gerencia de 
UTE es parcial y, básicamente, son excepciones los países en que no lo hacen los servicios postales 
públicos, pero para ello hay una contundente respuesta de la Unión Postal de América, España y 
Portugal. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se incorporará el material a la frondosa documentación que ya tenemos 
sobre este tema; se lo agradecemos mucho al señor Diputado. 


"Ver documentos anexos" 


le 
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SEÑOR MICHELINI.- Si entendí correctamente el proyecto sustitutivo presentado por la Diputada 
Topolansky, a diferencia del presentado por el señor Diputado Lacalle Pou, que prohibía la 
distribución de las facturas a las empresas industriales y comerciales del Estado, básicamente establece 
que de los organismos comprendidos en los artículos 220 y el 221 el único autorizado para realizar la 
actividad postal es la Administración Nacional de Correos. Se establece un régimen de transición y se 
dice que si a los 365 días no se puede cumplir con ese mínimo del 20%, los organismos de los 
artículos 220 y del 221 podrían hacerlo de la forma como lo venían haciendo hasta ahora. ¿Es así? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Exactamente. Además, ese agregado fue sugerido por el señor Diputado 
Fernández Chaves. 


El señor Diputado Osta presenta una alternativa, cuya diferencia está fundamentalmente en el artículo 5*, 
donde en vez de atribuir solamente la posibilidad a la Administración Nacional de Correos -como señalaban 
los representantes de la URSEC, principalmente, el economista Bergara-, deja el camino abierto para que, en 
caso de incumplimiento, la distribución de las facturas pueda entrar en el libre mercado de la competencia. 


De todas maneras, la diferencia no es tanta, porque -como decía el señor Diputado Michelini- en el artículo 4? 
se establece que vuelva la distribución que se tenía; en algunos casos, no lo hace la propia empresa; UTE lo 
hace, pero otras empresas encomiendan esa tarea al sector privado. 


SEÑOR OSTA.- Recuerdo haber visto la exposición de motivos del proyecto de la señora Diputada 
Topolansky, y el artículo 1” es el mismo que el presentado por el Partido Nacional y el Partido 
Independiente. Lo que está diciendo es que ANTEL, UTE, OSE y el Banco de Seguros ya no podrán 
distribuir correspondencia nunca más. No es que el artículo 4” establezca que llegados los 365 días, 
pueda volverse atrás, y de alguna manera se repite el artículo; que diga que en caso de que el 20% no 
se lograra distribuir en el primer año, la distribución debería volver a los organismos, es contradictorio 
con el artículo 1”, que dice que el único que puede realizar actividad postal dentro del Estado es el 
Correo. 


El argumento básico del artículo 5” del proyecto que estamos presentando es descartar un argumento que han 
utilizado las empresas que se oponen -principalmente, la UTE, que es la que ha liderado la oposición, tanto a 
nivel de Directorio y de la Gerencia, como del sindicato- en el sentido de que no quieren ser rehenes del 
Correo, no quieren quedar esclavos del Correo y que la caja del Estado, teóricamente, quede en sus manos. 


Como en la última comparecencia de UTE se hizo referencia a mí, aprovecho la oportunidad para aclarar lo 
que dije en una nota que se publicó en una columna del diario "El Observador": que quien asumía el 
compromiso de distribuir las facturas públicas era el Correo, contestando el argumento de qué pasaría si el 
sindicato del Correo entrara en conflicto. Al respecto, podría asegurar que para las facturas públicas no va a 
pasar porque, más allá de las diferencias que yo pueda tener con el sindicato postal, debo reconocer que ellos 
públicamente han asumido la responsabilidad de distribuir esto, en carta abierta del 30 de mayo de 2002, 
diciendo: "Nosotros nos comprometemos a distribuir las facturas públicas y ponemos nuestro honor en esta 
actividad". Además, ese mismo día, los sindicatos que hoy hacen la distribución amenazaban al Estado con 
generar el caos, entre otras cosas, no distribuyendo facturas. 


Creo que esto habla muy bien de la actividad profesional del sindicato postal, más allá de las diferencias que 
tengo con ellos 


La idea es que quien asume la distribución es el Correo. En caso de que hubiere un conflicto, el Correo 
podría acudir a terceras empresas para no dejar de cumplir a UTE, OSE y ANTEL y no estropear sus 
finanzas, pero con esa aseveración no asumí que el Correo no lo podía hacer, sino que si se llega a dar esa 
hipótesis, el Correo igual podría cumplir con las empresas. 


SEÑOR MICHELINI.- No me queda demasiado claro por qué se incorporan en todos los proyectos los 
organismos del artículo 220. Me parece que estamos hablando de Entes Autónomos y de Servicios 
Descentralizados y que, en particular, lo que interesa son las empresas comerciales e industriales del 
Estado. Entonces, Poder Judicial, Tribunal de lo Contencioso Administrativo, Corte Electoral y 
Tribunal de Cuentas no deberían estar incluidos en la norma. Que me perdone el Correo, pero que la 
Corte Electoral, como sea, me garantice las elecciones. 


SEÑOR OSTA.- Tiene razón el señor Diputado. 


SEÑOR MICHELINI.- Puede ser ANEP, con las facturas de cobro del Impuesto de Primaria, que ya lo 
está haciendo a través del Correo. 


¿Las notificaciones del Poder Judicial son actividad postal? Eso funciona, tiene una lógica propia; es 
actividad jurisdiccional y no postal. Entonces, yo reduciría la aplicación a los organismos del artículo 221. 


Por otro lado, me inclino por el proyecto Topolansky. Considero que no hay que dar potestad a la URSEC de 
Tribunal de alzada. El proyecto del señor Diputado Osta es más claro en cuanto al árbitro, y eventualmente le 
corresponderán como resolución administrativa todos los recursos respectivos e, inclusive, la vía del Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo, si se entendiese necesario, pero no tiene actividad jurisdiccional, sino 
administrativa, que salde un conflicto. 


También hay algunas observaciones de redacción, pero salvando estas dos cosas, yo ya votaría el proyecto de 
la señora Diputada Topolansky. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El artículo 1* del proyecto de ley del señor Diputado Osta agrega el aviso de 
corte y/o morosidad, que también tiene su importancia; es más completo. 


SEÑOR BARRERA.- Quiero fijar mi posición respecto a este tema y dejar sentado mi voto y mi 
fundamentación. 


Voy a votar este proyecto en general y, en particular, el presentado, en la medida en que nos hemos 
comprometido a darles discusión en el plenario de la Cámara en este mes. El proyecto presentado por el 
Frente Amplio, el que hoy estamos discutiendo del Foro Batllista y demás iniciativas que han existido en la 
materia datan de largo tiempo. Por lo tanto, mi voto será con salvedades y no necesariamente estará 
reflejando mi posición definitiva con respecto a todo el articulado. De esa manera simplemente voy a 
habilitar la posibilidad de que esto vaya al plenario. 


Creo que lo más sano para esta Comisión y para el plenario es que podamos elevar los tres proyectos en 
minoría y habilitar la negociación en la Cámara. Como tenemos cortes transversales en cada uno de los 
sectores, pediría un tiempo para poder ir coordinando y articulando la negociación de estos tres proyectos 
para que alguno pueda prosperar en el plenario. 


En consecuencia, mi postura concreta es que voy a votar uno de los proyectos para que se envíe al plenario. 
Asimismo, propongo que elevemos todos los proyectos a la Cámara, aun cuando no logren mayorías para 
hacerlo, es decir, que vayan en tres minorías, porque sería bueno que en noviembre las discutiéramos en ese 
ámbito. 


SEÑOR OSTA.- Estoy de acuerdo con lo que plantea el señor Diputado Barrera. Además, es 
importante que, durante el mes de noviembre, la Cámara de Diputados asuma la discusión de este 
tema en el plenario. Inclusive, desde este momento hasta la discusión en el Cuerpo de los distintos 
proyectos, deberíamos buscar la posibilidad de encontrar algún tipo de acuerdo que logre las mayorías 
necesarias para articular una de estas iniciativas. Si bien hoy hay tres proyectos presentados, tienen 
mucho en común y se pueden encontrar las mayorías para dar una solución definitiva a este tema. En 
definitiva, comparto con el señor Diputado Barrera el criterio de pasar los tres proyectos al plenario 
para dar la discusión final. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Coincido con la posición sustentada de que todos los proyectos puedan 
seguir considerándose de aquí a que se trate en la Cámara de Diputados. 


Por lo tanto, solicito que también se ponga a votación el proyecto presentado por el señor Diputado Lacalle 
Pou. 


SEÑOR ZÁS FERNÁNDEZ.- El señor Diputado Osta decía que hay contradicción entre los 
artículos 1” y 4” del proyecto de la señora Diputada Topolansky, y es cierto. Quizás se podría agregar 
en el artículo 1”: "con la salvedad de lo dispuesto en el artículo 4”", por lo menos para que esté un poco 
más armonizado. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que no hay contradicción entre los artículos 1% y 4” del proyecto 
presentado por la señora Diputada Topolansky. Lo que sí hay es un problema de redacción; está mal 
redactado y, por lo tanto, no se entiende. Ese es otro problema. 


Se nos está sugiriendo una metodología que es que se aprueben los tres proyectos en minoría y luego, de acá 
al plenario, haya oportunidad de mejorar la redacción en algún caso y para acordar en otro. 


En la medida en que, si no me equivoco, el proyecto de la señora Diputada Topolansky tiene el acuerdo de la 
bancada del Frente Amplio y yo lo voy a apoyar como Nuevo Espacio, tendríamos el problema de que habría 


un proyecto mayoritario. Entonces, lo que voy a hacer es retirarme de Sala para que se voten los tres y 
ninguno tenga mayoría. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Nuestra bancada no ha tomado una posición definitiva sobre esto. Por 
lo tanto, creo que sería bueno que se habilitara el pasaje de los tres proyectos y que fueran votados en 
minoría. Luego, en el plenario, cada cual votará como le parezca. Pero para eso hay que hacer lo que 
dice el señor Diputado Michelini. Si uno de los proyectos se aprueba por mayoría, cambia totalmente el 
panorama. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el primer proyecto presentado por el Partido Nacional. 
(Se vota) 
—— Uno en seis: NEGATIVA. 


Se va a votar el proyecto presentado por el Encuentro Progresista. 


(Se vota) 
——Tres en seis: NEGATIVA. 


Se va a votar el proyecto presentado por el señor Diputado Osta. 


(Se vota) 

——Dos en seis: NEGATIVA. 

SEÑOR BARRERA.- Aclaro que voto con salvedades que expresaré en Sala. 
(Diálogos) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Los miembros informantes serán el señor Diputado Borsari Brenna, quien 
habla y la señora Diputada Saravia Olmos, respectivamente. 


SEÑOR OSTA.- El señor Diputado Barrera hoy hacía mención al proyecto del Foro Batllista. En 
realidad, es el proyecto que yo presento y que refleja el espíritu de solución al tema que hubo en un 
momento en un acuerdo que hubo entre el Directorio del Correo, el sindicato postal y la Presidencia de 
la República, que fue cuando redactamos el proyecto de decreto, que luego no salió. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


